
Bogotá, D. C., 24 de abril de 2026 

Doctor 
Antonio Eresmid Sanguino Páez 
Ministerio de Trabajo 
Ciudad 

Asunto: Comentarios al Proyecto de Decreto «Por el cual se adiciona la Sección 8 al 
Capítulo 6 del Título I de la parte 2 del Libro 2 del Decreto 1072 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Trabajo, y se regula la contratación mano de obra 
local en todas las inversiones y programas que se lleven a cabo en las 
Regiones». 

Respetado doctor Sanguino: 

De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales) se permite 
formular algunos comentarios sobre el articulado del Proyecto de Decreto «Por el cual se 
adiciona la Sección 8 al Capítulo 6 del Título I de la parte 2 del Libro 2 del Decreto 1072 de 
2015, Único Reglamentario del Sector Trabajo, y se regula la contratación mano de obra local 
en todas las inversiones y programas que se lleven a cabo en las Regiones». 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El proyecto de decreto reglamenta la contratación de mano de obra local en todas 
las inversiones y programas ejecutados en las regiones, estableciendo un umbral 
mínimo del 50% y su implementación a través del Servicio Público de Empleo. No 
obstante, introduce una regla uniforme que puede generar tensiones en la ejecución 
de proyectos y en la articulación con las dinámicas territoriales del empleo. 

2) Desde Asocapitales se considera que la imposición de este umbral, junto con cargas 
de reporte, verificación y certificación, sin mecanismos claros de coordinación con 
las entidades territoriales ni alineación con estrategias locales de empleo, puede 
afectar la gestión territorial y la implementación de los proyectos, especialmente en 
ciudades capitales. 

3) Adicionalmente, se identifican vacíos en la definición operativa de conceptos como 
«mano de obra local calificada» y en los lineamientos de implementación que 
deberán desarrollarse posteriormente, lo que puede generar incertidumbre y riesgos 
en la eficiencia, calidad y oportunidad de la contratación. 

2. RIESGOS ASOCIADOS A LA IMPLEMENTACIÓN DEL ESQUEMA DE MANO DE OBRA LOCAL 

En primer lugar, el proyecto establece una regla nacional que obliga a que al menos el 50% 
de la mano de obra contratada en inversiones y programas sea local. Esta exigencia impacta 
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directamente la ejecución de proyectos en los territorios, pero no define mecanismos claros 
de coordinación con las autoridades locales. Esto puede generar tensiones con la autonomía 
territorial (artículo 287 de la Constitución) y con los principios de coordinación y concurrencia 
(artículo 288), ya que las entidades territoriales quedan limitadas a funciones operativas, 
como la certificación de residencia, sin poder articular esta obligación con sus propias 
estrategias de empleo y desarrollo económico. Como resultado, la medida puede no 
ajustarse adecuadamente a las realidades y capacidades de cada territorio. 

En segundo lugar, la implementación de la medida depende de lineamientos operativos 
posteriores, particularmente aquellos que deberá definir la Unidad del Servicio Público de 
Empleo, en el marco de la Ley 1636 de 2013. Esta situación implica incertidumbre inicial 
sobre los procedimientos, criterios de verificación y mecanismos de seguimiento, lo que 
puede traducirse en dificultades operativas y en una aplicación heterogénea en los territorios, 
especialmente considerando las diferencias en capacidades institucionales. Lo anterior 
puede afectar el principio de seguridad jurídica y de confianza legítima en la aplicación de la 
norma. 

Adicionalmente, la regla del 50% aplicada de manera uniforme a todo tipo de inversiones y 
programas, incluyendo vinculaciones por prestación de servicios, puede generar presiones 
indebidas en los procesos de contratación. Aunque el proyecto condiciona su aplicación a la 
existencia de mano de obra local con las capacidades requeridas, en la práctica puede 
incentivar la contratación orientada al cumplimiento del indicador, incluso en actividades 
que exigen altos estándares técnicos, certificaciones o experiencia especializada. En 
territorios con limitada oferta de mano de obra calificada, esto puede afectar la calidad de la 
ejecución, la eficiencia del gasto público (artículo 209 de la Constitución) y el cumplimiento 
de estándares técnicos y de seguridad, así como los principios de economía y planeación de 
la contratación. 

De otra parte, el proyecto introduce una restricción relevante a la libertad de contratación y 
a la organización empresarial, particularmente para el sector privado, lo cual puede entrar 
en tensión con la libertad económica y de empresa (artículo 333 de la Constitución Política). 
Esta disposición puede impactar cronogramas, costos y eficiencia de los proyectos, 
especialmente en sectores que requieren perfiles altamente especializados o disponibilidad 
inmediata de talento. 

Finalmente, se evidencia un vacío en la definición operativa de «mano de obra local 
calificada», así como, por ejemplo, la ausencia de un procedimiento claro de certificación, lo 
que genera inseguridad jurídica y amplios márgenes de discrecionalidad en la verificación del 
cumplimiento. Esta indefinición puede derivar en controversias entre empleadores, 
autoridades y prestadores del servicio de empleo, así como en un incremento de cargas 
administrativas asociadas a la certificación, reporte y control de la información. 

Por todo lo anterior, desde Asocapitales se sugiere ajustar el proyecto de decreto para 
incorporar criterios de aplicación diferenciada del umbral de contratación de mano de obra 
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local, teniendo en cuenta el tipo de proyecto, el sector y la disponibilidad real de talento en 
cada territorio; precisar de manera expresa la definición operativa de «mano de obra local 
calificada» y los criterios de verificación; e incluir mecanismos formales de coordinación 
entre el nivel nacional y las entidades territoriales que permitan alinear la medida con las 
estrategias locales de empleo y desarrollo económico. Asimismo, se recomienda establecer 
lineamientos operativos claros desde la expedición de la norma, y esquemas de 
implementación gradual que consideren las capacidades institucionales y eviten afectar la 
eficiencia, calidad y oportunidad en la ejecución de los proyectos. 

3. CONCLUSIONES 

El proyecto de decreto introduce una regulación de alto impacto en la contratación laboral 
asociada a inversiones y programas en las regiones, pero presenta riesgos significativos en 
su diseño e implementación. En particular, la ausencia de mecanismos de coordinación 
territorial, la dependencia de lineamientos operativos posteriores, la aplicación uniforme del 
porcentaje de contratación y la falta de claridad en conceptos y procedimientos clave pueden 
afectar la eficiencia de los proyectos, la seguridad jurídica y la coherencia institucional del 
sistema. En este contexto, resulta necesario ajustar el alcance de la medida, incorporar 
criterios diferenciales según el tipo de proyecto y territorio, y fortalecer los mecanismos de 
articulación entre el nivel nacional y territorial, con el fin de garantizar una implementación 
viable y consistente. 

Una vez señalado lo anterior, queremos manifestarles que para Asocapitales es de suma 
importancia participar en el trámite de los proyectos de decreto en los cuales estén 
involucrados los intereses de nuestros asociados: las ciudades capitales y sus habitantes. Por 
tal razón, quisiéramos agradecerle la oportunidad de compartir nuestras apreciaciones sobre 
este importante proyecto. Estaremos atentos a cualquier inquietud adicional que surja de 
este proceso. 

Cordialmente, 

 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 

Asocapitales 
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